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SALA SEGUNDA NGm. de Registro: 822/90
EXCMOS. SENORES; ASUNTQ: Recurso de amparo in-
terpuesto por don Manuel

Don Francisco Rubio Llorente Peralo Diaz.

Don Eugenio Diaz Eimil

Don Miguel Rodriguez-Pifiero SOBRE: Sentencia de la Audien-
y Bravo-Ferrer cia Provincial de Santa Cruz

Don José Luis de los Mozos de Tenerife, sobre resolucién

y de los Mozos de contrato de arrendamiento.

Don Alvaro Rodriguez Bereijo
Don José Gabalddén Lépez

| La Seccién ha examinado la pieza de suspensién del re-
‘ curso de amparo interpuesto por don Manuel Peralo Diaz

I.-ANTECEDENTES

1. E1 dfa 29 de marzo de 1990 tuvo su entrada en el Re-
gistro General de este Tribunal escrito de don Carlos de
Zulueta Cebrién, Procurador de los Tribunales, actuando en nom-
bre y representacién de don Manuel Peralo Dfaz, por el que se
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala de
lo Civil de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife
de 13 de diciembre de 1989, dictada en el Rollo de apelacién
nim. 429/87, dimanante de los autos num. 114/83 incoados por
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desahucio en el Juzgado de Primera Instancia ntm. 1 de
Granadilla de Abona.

2. Los hechos de los que trae origen la demanda son, en
resumen, los siguientes:

a) En autos de desahucio de arrendamiento instados por
la Comunidad de Propietarios del Edifico Rosamar contra don
Carlos José Sueiro Cid, don Carlos Garcia Serrano, don José
Garcia Serrano y don Manuel Peralo Diaz, el Juzgado de Primera
Instancia nim. 1 de Granadilla de Abona dicté Sentencia de 26
de marzo de 1987 por la que desestimé la demanda.

b) Interpuesto recurso de apelacién por la demandante,
la Sala de lo Civil de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de
Tenerife dictd Sentencia de 4 de mayo de 1988 por la que
declaré nulas las actuaciones, ordenando notificar la Sentencia
de instancia a los demandados declarados rebeldes (don José
Garcia Serrano y don Carlos José Sueiro Cid) y, una vez ello,
admitir el recurso de apelacién, "con emplazamiento de todos
los interesados".

¢) 8in efectuarse previamente el emplazamiento para
personase en el recurso, la Sala de lo Civil de la Audiencia
Provincial de Santa Cruz de Tenerife, por Sentencia de 13 de
diciembre de 1989, estimé el recurso, revocéd la Sentencia de
instancia y declaré resuelto el contrato de arrendamiento, con-
denando a los demandados a dejar libre y expedita la industria
arrendada con apercibimiento de lanzamiento.

3. En la demanda de amparoc se alega la vulneracién del’
derecho a 1la tutela judicial efectiva sin indefensién (art.
24.1 C.E.). El incumpliendo de las normas reguladoras de 1los
actos de comunicacién procesal (arts. 260 .y 387 L.E.C.) y de 1lo
ordenado previamente por la propia Sala, conculca el derecho
fundamental, en tanto que el hoy demandante en amparo no fue
emplazado para personarse en la apelacién, por lo que no pudo
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comparecer en la vista, Unico momento en que podia defender sus
pretensiones.

Por consiguiente, se solicita la nulidad de la Senten-
cia recurrida y de las actuaciones habidas desde que debié ser
emplazado, asi como, mediante otrosi, se interesa la suspensién
de la ejecucidén de la Sentencia recurrida.

4. Por Providencia de 20 de mayo de 1991, la Seccién
Cuarta acordé admitir a tramite la demanda de amparo y formar
la correspondiente pieza de suspensién, concediendo un plazo
comin de tres dias a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal
para que aleguen lo que estimen pertinente sobre dicha suspen—'
sién.

En escrito de 27 de mayo de 1991, la parte actora com-
parecidé y manifestéd que tratdndose del desahucio de una indus-
tria, cuyo cumplimiento llevarfia a la desvinculacién de la in-
dustria con su ubicacién fisica, con la consiguiente pérdida de
clientela por las naturales dificultades de encaminarla a otra
ubicacién distinta, se produciria una disminucién importante
del llamado "fondo comercial" de plUblica y notoria wvaloracién
econémica. Por el contrario, en el supuesto de recuperarse en
su dia el local, no seria en cambio factible la recuperacién de
la clientela, resultando dificil la cuantificacién de los dafios
y perjuicios cocasionados por la falta de suspensién.

El Ministerio Fiscal comparecié por escrito de 24 de
mayo de 1991, solicitando que se acceda a la suspensién. Mani-
fiesta que la ejecucién de la Sentencia impugnada supondré para
el recurrente y las personas que de él1 puedan traer causa la
cesacién en el goce y uso de la cosa arrendada, asi como el
desalojo o lanzamiento, de tal modo que, en caso de prosperar
el amparo, éste pudiera perder su finalidad si, una vez obteni-
do el lanzamiento, el local o la industria o sus elementos in-
tegrantes se enajena o cede su uso a un tercero de buena fe.
Asi pues, el lanzamiento podria dar lugar a una situacién
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irreversible, sin que, por otra parte, del aplazamiento de la
ejecucién se siga perturbacién grave de los intereses generales
o0 de los derechos fundamentales de un tercero.

IT.- FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. E1 art. 56 LOTC prevé 1la suspensién del acto
impugnado en amparo cuando su ejecucién pueda ocasionar un per-—
juicio que haria perder al recurso de amparo su finalidad, aun-
que autoriza también a denegar la suspensién cuando de ella pu-
diera seguirse una perturbacién grave de los intereses genera-
les o de los derechos fundamentales de un tercero. Por otra
parte, este Tribunal ha sostenido reiteradamente que en cuanto
la peticién de suspensién afecta a resoluciones Jjudiciales
existe un interés general en mantener su eficacia, por 1o que
la regla general debe ser la denegacién de la suspensiébén, y
sb6lo excepcionalmente podréd acordarse la suspensién cuando re-
sulte indispensable para no frustrar la finalidad del recurso
de amparo.

2. En el presente caso, la finalidad del amparo consis-
te en preservar el derecho a la tutela judicial efectiva sin.
indefensi6én mediante la declaracién de nulidad de la Sentencia
recurrida y las actuaciones habidas desde la falta de emplaza-
miento del recurrente, retrotrayendo las actuaciones a agquel
momento para que tenga ocasién de defender sus intereses en la
apelacién. En el caso de que se estimase el amparo, el 6érgano
judicial deberia pronunciarse nuevamente sobre la resolucidn
del contrato de arrendamiento de industria o local de negocio
Yy, en su caso, ordenar el desalojo o lanzamiento.

Por regla general, este Tribunal cuando se trata de
resoluciones judiciales cuya ejecucién implica el desalojo de
una vivienda, o incluso de un local de negocio, ocupado por el
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recurrente en amparo ha adoptado el criterio de acordar la sus-
pensién solicitada en razén de la muy dificil reparacién del
perjuicio causado por el desalojo, que haria posible la enaje-
nacién del inmueble o su cesién de su uso a un tercero de buena
fe (recientemente, el ATC de 28 de enero de 1991, R.A.
1452/90).

Ahora bien, cuando como sucede en este caso y hemos di-
cho en otras ocasiones (ATC 26 de febrero de 1990, R.A.
1726/89), gquien insta el amparo no es el ocupante del local
cuyo desalojo se ha acordado en la resolucién recurrida, sino
que lo ha subarrendado a otra persona, resulta gque el recurren-
te en amparo quizéd sufrird un perjuicio econdémico al dejar de
percibir unas rentas, pero la ejecuciédn de la Sentencia impug-
nada ningln dafio le producird en su instalacién o en el funcio-
namiento de una actividad propia. El dafio que se le pueda pro-
ducir serd evaluable econémicamente y perfectamente reparable,
sin que la ejecucién de la Sentencia haga perder al amparo Su
finalidad.

Por todo lo expuesto, la Sala acuerda denegar la peti-
cién de suspensién instada por don Manuel Peralo Diaz.

Madrid, diecisiete de junio de mil novecientos noventa




